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Resol. Serie “B” N° 45
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los veinte días del mes de mayo de dos mil diecinueve, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Sebastián Diego Argibay, como Presidente, y los Dres. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse y Eduardo José Ramón Llugdar, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con la Dra. María Eugenia Carabajal, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 90/95 del Expte. Nº 18.040 – Año 2013 – Autos: “Llugdar Aldo Felipe y otro s.d. Defraudación Calificada Reiterada e.p. Banco de la Provincia de Santiago del Estero - Casación Criminal”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Sebastián Diego Argibay y Carlos P.M.A. Lugones Aignasse, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, la Dra. María Eugenia Carabajal. 

El  Sr. Vocal, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, dijo:



Y Vistos:



Para resolver el recurso de Casación interpuesto por el encartado Aldo Felipe Llugdar, a fs. 102/111.------



Y Considerando:



I) Que el recurrente cuestiona la sentencia dictada por el Tribunal de Alzada en lo Penal (obrante a fs. 90/95), que por unanimidad, dispone no hacer lugar al recurso de apelación excepcional incoado, a la vez que confirma la sentencia del Tribunal de Juicio Oral que ordena continuar con la tramitación de la causa.----------

Los fundamentos del tribunal cuya sentencia se pide sea revisada en casación, se apoyan en la interpretación y argumentación de las normas vinculadas a la acción civil en el proceso penal, una vez extinguida la acción penal, con el desarrollo de las etapas que conlleva dicho procedimiento de aplicación del derecho, en base a lo cual, considera aplicables al caso las siguientes normas: el art. 12 del C. P. Criminal y Correccional, el art. 289 del mismo cuerpo legal y el art. 312 (ley 1733). Que en virtud de una supuesta contradicción alegada por el ahora recurrente -entre las normas citadas, el Tribunal de Alzada en lo Penal, consideró que debe aplicarse el art. 12 del Código de Rito, debido al principio de especialidad, que habilita en una interpretación holística con los restantes artículos, que el proceso civil pueda continuar en sede penal, aún fenecida la acción penal.----



II) La defensa técnica del Sr. Llugdar, en su escrito recursivo, aduce que el Tribunal de Alzada incurrió en infracción a normas sustanciales adjetivas y sustantivas de derecho, como así también en arbitrariedad, y pretende que se case la sentencia cuestionada y se declare extinguida la acción civil. Subsidiariamente, también que se proclame la caducidad de la instancia y la prescripción de la acción. -------------------------------



Luego de acreditar el cumplimiento de los presupuestos formales que, a su criterio, se encuentran cumplidos, a los efectos de superar el test de admisibilidad a que debe ser sometido el recurso bajo estudio, efectúa una crítica del fallo cuestionado.-------



Es así que en el desarrollo de sus argumentos, explica que le causa agravio que el Tribunal de Alzada trata el thema decidendum como una cuestión civil fácil de resolver, sobre la base de la lógica normativa. Es por ello que lo acusa de resolver en forma mecánica al caso puesto bajo su examen, ya que ha puesto como premisa mayor al art. 12 del CPCC, olvidando que estaban en juego los arts. 289 y 290 del Código de Procedimiento local. Cita al efecto, jurisprudencia que estima concordantes a su postura. -------------------------------------------------



El recurrente critica la aplicación respecto de la interpretación y aplicación del Derecho efectuada por el sentenciante de grado, calificando la lógica de éste de incompleta, ya que no culmina de dar la razón por la cual eligió aplicar el art. 12 del Código de forma de manera prioritaria, en modo armónico con las otras dos normas (arts. 289 y 312 del mismo plexo legal), y no dando prioridad al art. 289 en el sentido de la interpretación del impugnante.-------------------------------------------



Sostiene que los jueces de Alzada no evaluaron el caso a la luz de los principios jurídicos a los que aluden, afirmando  que si así lo hubiesen realizado, la solución sería diametralmente opuesta. A la vez, se muestra en desacuerdo con la aplicación del art. 12 como principio especial, del modo en que fundó el tribunal, no compartiendo tampoco en la aplicación del principio de la economía procesal.----------------------------------------



Categóricamente sostiene el casacionista que el art. 12 es una norma subsidiaria de las otras dos (289 y 312), a la vez que el principio de la economía procesal no puede estar por sobre el principio del doble juzgamiento, que es más importante que aquél; por lo tanto sostiene que la aplicación normativa del caso recae sobre el art. 289 del Código de forma penal.--------------------------------



Concluye que la sentencia en crisis adolece del vicio de falta de motivación, y deja en claro que la aplicación que pretende, tiene como norte la accesoriedad de la acción civil respecto de la acción penal. Como consecuencia de lo anterior, propone este Tribunal fije en el caso que se tenga por fenecida la acción civil, o en su defecto, el caso se reinicie en sede civil, citando doctrina y jurisprudencia que estima aplicables.----------



III) Que a fs. 117/118, obra la resolución del Tribunal de Alzada en lo Penal, por la que se declara admisible el recurso de casación  interpuesto, ordenando la remisión de los presentes a esta Sala en lo Criminal, Laboral y Minas del Superior Tribunal de Justicia.--------



IV) A fs. 148/157, se encuentra agregado el escrito de ampliación de fundamentos del recurso de casación interpuesto, en el que reitera los argumentos dados al interponer la vía, reforzando doctrina y jurisprudencia en el sentido de los agravios descriptos. -



V) A fs. 174/175, luce el dictamen del Sr. Fiscal General del Ministerio Público, quien dictamina que no se observa en el fallo atacado la incongruencia y arbitrariedad manifiesta que por falta de motivación denuncia el recurrente, y respecto a la norma procesal aplicable, entiende que el Tribunal de Alzada ha analizado claramente los dispositivos involucrados (art. 12, art.289 y art. 312 del C.P.C.C.), dando las justificaciones del por qué de la prevalencia del primero de los artículos en el caso, no evidenciándose el error o quebrantamiento de la cuestión procesal.-------------------------------------



También sostiene el dictamen fiscal, que se no afecta el principio de prohibición de la doble persecución penal, ya que no se está en presencia de dos procesos penales referentes a un mismo hecho, sino de la extinción de un proceso penal y la subsistencia del proceso civil válidamente iniciado, lo que en nada involucra al principio non bis in idem.--------------------------------



Concluye el dictamen que los motivos de economía procesal invocados por el tribunal, avalan la subsistencia de la acción civil en sede penal, siempre y cuando antes del fenecimiento de la acción penal, se haya cumplido con la situación a juicio, lo que ha acontecido en autos, motivos todos por lo cual no se vislumbra arbitrariedad alguna, debiéndose rechazar la casación interpuesta, confirmándose el fallo del Tribunal de Alzada. -----------



VI) Pasando a efectuar el control de admisibilidad, cabe establecer que el fallo impugnado reúne los requisitos pertinentes aunque si bien, coincidiendo con el dictamen del Sr. Fiscal General, no estamos ante una sentencia que sea técnicamente definitiva, corresponde equipararla a ella, en virtud de que se encuentra cuestionada la competencia de un tribunal penal frente a una acción civil, lo que generaría la posibilidad de una sanción de nulidad posterior generando un desastre jurisdiccional innecesario, con el correspondiente perjuicio de las partes.------------------



Por otro lado, el fallo cuestionado emana del Tribunal de Alzada en lo Penal, siendo recurrible sus decisiones, solo por ante recurso extraordinario ante este Superior Tribunal de Justicia, ya sea por el recurso de casación o por el de inconstitucionalidad. ---------------



Por último, ha sido interpuesto en el plazo de 10 días de notificada la resolución y se han invocado los artículos en crisis, fundándose los motivos y agravios.---



VII) Entrando a evaluar la procedencia del recurso, es dable señalar en primer lugar que si bien el recurrente se agravia de la cuestión competencial del fuero penal para seguir entendiendo en el reclamo civil, y que durante la tramitación del recurso, se modificó el sistema procesal penal pertinente. A dicho respecto, es de tener en cuenta que la acción penal contra el Sr. Aldo Felipe Llugdar, quedó debidamente extinguida en la presente causa a partir de que esta sala penal, con fecha 3/7/2009 confirmara la sentencia de la Cámara de Juicio Oral de Primera Nominación de fecha 12/12/2015, por la cual quedó operada la prescripción de la acción penal en el presente caso.-----------------------------------------



Por otro lado, el mismo fallo también confirmó lo decidido por el tribunal de juicio en la misma sentencia en cuanto rechazó el desistimiento de la acción civil por parte de la Fiscalía de Estado, prosiguiendo la misma.----------------------------------------------------



A partir de allí la actual recurrente comenzó una serie de planteos en lo cual sustentó la caducidad y/o prescripción de la acción civil dentro del proceso penal, basada en el sobreseimiento  definitivo del Sr. Llugdar por prescripción de la acción penal, y en el entendimiento de que la jurisdicción del fuero carece de competencia para juzgar la cuestión civil, por ser ésta accesoria en el proceso penal a la acción en que se juzga el delito imputado, que constituye el principal objeto del fuero criminal. En definitiva, entiende la parte recurrente que desaparecida las causas de persecución penal, el fuero en la materia no puede continuar entendiendo en la cuestión civil constituida en el proceso, porque lo accesorio sigue la suerte de lo principal, y en última instancia, la parte civil debería iniciar una nueva acción en el fuero pertinente, siendo imposible la continuidad en la jurisdicción criminal.------------------------------------



Que la pretensión aludida por el recurrente, ha sido desestimada tanto por el Tribunal de Juicio Oral que interviene en la causa como por el Tribunal de Alzada en lo Penal que revisó el fallo del A-quo, por las razones que fueron expuestas en la relación de los hechos de la presente resolución.--------------------------------------



 Ahora, venida en Casación corresponde examinar si la sentencia del tribunal de alzada adolece de los defectos y vicios desarrollados en los agravios. Para ello también es dable tener en cuenta que desde la fecha en que quedó firme la prescripción de la acción penal en favor del Sr. Llugdar, y durante el desarrollo de todas las resoluciones e impugnaciones previas al presente recurso, el proceso penal ha experimentado una profunda reforma, que más que ello ha significado un cambio de sistema procesal que ha modificado los enunciados de la ley de rito y que ha comenzado a regir, en las etapas posteriores a la instrucción del proceso a partir del 01/02/2011.-----



En base a ello, ha sido dictada la Ley 6.986 conocida como “De Transición del Proceso Penal”, que ha establecido una serie de directivas procesales de ordenación y que regirán el proceso en lo cual es dable mencionar su art. 11 en el cual respecto a los recursos en materia penal estableció que a partir de la fecha antes indicada, todas las causas iniciadas con anterioridad, se regirán por las disposiciónes del nuevo Código Procesal Penal Ley 6.941, aclarando que aquellas causas que previo al inicio del período de transición se encuentren radicadas en la Cámara de Apelaciones en lo Penal, y de allí para arriba en la instancia del proceso serán resueltos por la misma, siendo aplicable las disposiciones de la antigua ley 1.733 o la actual 6.941 según corresponda.----------------------------------------------



Que el expediente se encontraba en trámite de instancia de juicio al tiempo de quedar firme la prescripción de la acción penal, y la instancia recursiva referente al tema objeto de decisión en la presente, ha sido sustanciado al 01/02/2011, por lo que en principio correspondería aplicarse el nuevo régimen procesal penal. Sin embargo y a pesar de debatirse cuestiones del proceso civil en el proceso penal, por tratarse del fuero criminal debe optarse por la norma procesal más beneficiosa a quien es objeto de la persecución en base al principio contenido en el art. 55 de la Constitución de la Provincia, que impide la aplicación de leyes que empeoren la condición del acusado por hechos anteriores y el art. 18 de la C.N. de idéntica factura. -------------------------------------



En órden a las ideas enunciadas, el C.P. Criminal y Correccional, regido por la ley 1.733 y modificatorias, contenía las disposiciones respecto de las cuestiones debatidas en los arts. 12, 289 y 312, materia de debate en la sentencia impugnada, la  cual consideró aplicable al caso el primero de ellos de modo prioritario y mandatario, en tanto el recurrente pretendió la aplicación de los dos últimos conforme la forma que pretende que éste tribunal los aplique, basado en la fundamentación de su recurso.----------------------------- 



En tanto en el actual Código Procesal de la Provincia establecido por la ley 6.941, posee idéntico enunciado que el art. 12 de su predecesor en el art. 17, no así equivalentes al art. 289, por lo que la adopción del sistema procesal penal realizada tanto por el tribunal como por la parte recurrente ha sido la más adecuada a los principios constitucionales antes mencionados, por lo que, superado dicho test, corresponde a este Tribunal proceder a la verificación de la existencia o no de las imperfecciones del acto jurisdiccional impugnado, conforme lo esgrimido en los agravios.-----------------------------



VIII) El Tribunal de Alzada en lo Penal estableció en su sentencia, que mediante una hermenéutica de reglas y principios, el sistema procesal no incurre en contradicciones sino que la tarea del intérprete es buscar la armonización una vez identificada las normas aplicables en este caso, procesal, apelando a la coherencia del sistema, de modo holístico y en vista de ello entendió que el art. 12 de la ley 1733 debe prevalecer, basado fundamentalmente por su carácter de especificidad en relación a la constitución de parte civil, y a la suerte que corre la acción de ese tipo ante la extinción de la acción penal y en especial cuando ha acontecido la condición, de que al momento del sobreseimiento definitivo, ya se haya decretado la citación a juicio, tal como lo expresa la normativa aludida y siendo que en el caso, la sentencia que ordenó el sobreseimiento por prescripción y el plazo requerido para la misma, se produjo con posterioridad a que se haya decretado el mismo. Aparte de ello, se apoyó en razones de economía procesal en orden al principio de que es preferente la aplicación de todas aquellas previsiones que abrevien y simplifiquen el proceso.----------------------------------



El recurrente entiende por el contrario que no corresponde aplicar el art. 12, sino que a su entender debe priorizarse el art. 289 por la razón de accesoriedad, considerando no razonable que una cuestión accesoria como lo es la acción civil en el proceso penal, pueda subsistir una vez fenecido lo principal que es la acción penal, además que ello conllevaría a que se vuelva a juzgar a su defendido comprometiendo el principio non bis in idem.----



IX) Que conforme el desacuerdo formulado, ésta Vocalía coincide con el dictamen fiscal de que el Tribunal de Alzada en lo Penal, ha resuelto conforme la aplicación de la norma procesal correcta  y que el fallo interpelado se encuentra debidamente fundado y motivado.-------------- 



Tampoco surge de la causa, que se haya afectado  el principio non bis in idem, como pretende el casacionista. Ello atento a que como bien sostiene el Tribunal de Alzada,  la teoría de la coherencia en la interpretación jurídica es la que aporta importantes ingredientes en la justificación jurídica, a la hora de desentrañar los enunciados normativos, siendo que la discusión que trasunta la supuesta violación en la normativa procesal más que ha enunciados fácticos, lleva al interprete a examinar el contenido de las reglas y los principios que operan como criterios de corrección de las primera.--------------------------------------------------



Conforme Neil MacCormick (“Legal Reasoning and Legal Theory”). Oxford: Clarendom Press 1994), diferencia entre la coherencia normativa, como aquella relevante a la hora de la justificación de conclusiones acerca de cuestiones de Derecho y la coherencia narrativa, aquella que importa a la hora de justificaciones de conclusiones fácticas. El método interpretativo de las reglas procesales en disputa empleado por el tribunal A-quo refiere en principio a la coherencia normativa dentro de la armonización con que conjugó su conclusión. Por ello, no se advierte vicio de falta de motivación o fundamentación lógica que denuncia el recurrente puesto que se encuentra debidamente explicitado en el contenido de la sentencia las razones por la cual el tribunal ha resuelto que pese a la extinción de la acción penal el fuero criminal no pierde competencia para entender hasta su finalización el reclamo civil. Además, apeló a la Coherencia narrativa, para armonizar la aplicación del art. 12 con los art. 289 y 312, con los enunciados fácticos en orden a la extinción de la acción penal por prescripción. --------------------------------------------



En efecto el art. 1 del C.C. y Correccional (Ley 1.733) textualmente reza: “la acción civil sólo puede ser ejercida en el proceso conjuntamente con la acción penal, pero válidamente iniciada, puede ser perseguida aunque ésta no pueda serlo una vez que se haya decretado la citación a juicio”. En el caso que nos ocupa la extinción de la acción penal se ha producido ya en instancia de juicio, en forma muy posterior al decreto de citación al mismo y de conformidad con lo normado por el art. 312 en instancias de sustanciación ante la Cámara de Juicio Oral, por lo tanto se da la condición que impone el art. 12, para la subsistencia del proceso civil. ------------------



Por otro lado si bien existiría una aparente antinomia con lo que prevé el art. 289, ello no es así, como bien lo ha expresado la sentencia recurrida. En efecto el mencionado artículo establece: “El sobreseimiento definitivo cierra el proceso definitiva e irrevocablemente con relación al imputado a cuyo favor se dicta. El valor de este pronunciamiento, respecto a la acción civil, se rige por los principios generales aplicables a la sentencia absolutoria.” Al establecer que se rige por los principios aplicables a la sentencia absolutorias, alude a dos cosas: la primera, a la  etapa del proceso penal en que se encuentra, en orden  así se cumple la condición que impone el art. 12, respecto a la citación a juicio: la segunda, a las reglas que gobiernan el principio de prejudicialidad de las acciones, contenidos en la ley civil de fondo, lo que está íntimamente vinculado a las causas que provocan la procedencia del sobreseimiento definitivo que contempla el art. 290 de la ley 1.733 en el caso. La primera  de ellas, que refiere a cuando el hecho investigado no haya sido cometido o no lo haya sido por el imputado. Allí se daría la interpretación que pretende el casacionista, ya que serían aplicables los enunciados de la prejudicialidad -del art. 1103 del viejo Código Civil de Vélez- que actualmente se encuentra regulado en el art. 1777 del Código Civil y Comercial vigente, y siempre que la inexistencia haya sido objeto de absolución producto del juicio y debate oral, a fín de no afectar el derecho de defensa de la víctima, conforme lo sentado por esta Vocalía en la causa “Diaz Cesar Agustín y otra c/ Litvack de Dalale Nora Esthery otros, s/ daños y perjuicios de mala praxis medicas- Casación Civil”, sentencia del 17/12/2010.-----------------------------------------------



Es decir cuando se establece la inexistencia del hecho o la no autoría del imputado, allí no juegan la condición de que se haya realizado o no, la citación a juicio, feneciendo la acción civil en el mismo instante que la acción penal se extingue por ese motivo.-----------



Ahora bien en los otros tres incisos contemplados por el art. 290, la remisión de la parte final del art. 289 a los efectos de la subsistencia de la acción civil en el proceso penal está condicionada invariablemente a que se haya producido o no invariablemente la citación a juicio, ello en atención a la distinta naturaleza de la responsabilidad o culpa penal respecto a la civil, la cual tiene autonomía en cuanto al reconocimiento judicial de la misma, siendo distintas e independientes por lo que cuando el sobreseimiento o absolución se produce en base al principio de la duda, o por causa anormal de extinción de la acción penal, donde no se ha podido determinar la autoría o no de la responsabilidad del hecho, se rige como bien lo ha establecido el tribunal de alzada, por el art 12 conforme al código establecido por la ley 1733, aplicable al presente caso. -------------------------------------------



X) Que la misma diferencia de naturaleza de las acciones, antes aludidas, hace que tampoco prospere la invocada afectación al principio “non bis in idem”, ello en atención a como bien lo sostiene el dictamen fiscal  ya que no se está en presencia de dos procesos penales ante un mismo hecho, ya que no existe identidad entre el juzgamiento penal y el civil, siendo más que evidente lo inatendible de la queja al respecto.----------------------



XI) Lo expresado en el considerando anterior deja en claro que el fallo no ha incurrido en defecto de aplicación normativa ni en vicio de logicidad en su fundamentación y motivación que afecte la validez del mismo puesto que como bien lo sostiene la doctrina (Jorge Clariá Olmedo, Trat de Derecho Procesal Penal, Tomo II 460, “sería un contrasentido permitir por un lado el ejercicio de la acción civil dentro del proceso penal e impedir por el otro, un pronunciamiento sobre ella. Es así que el art. 29 del Cód. Penal, no impide a los Códigos Procesales dar una solución más amplia, por tratarse de materia propia de ellos que no pone en peligro la vigencia de la norma sustancial: por el contrario, favorece su realización judicial evitando un nuevo proceso en sede civil, tal es el fundamento de la excepción en las legislaciones modernas”. Lo dicho lleva a concluir que resulta acertada la apreciación que realiza el Tribunal de Alzada en el sentido de que la acción civil dentro del proceso penal es independiente, en cuanto su esencia y contenido. Y en vista de ello se fortalece un sistema que satisface la economía procesal, para cumplir mejor con los postulados de tutela judicial efectiva que exige tanto la Constitución provincial y nacional como los Tratados  Internacionales de DDHH, en cuanto a la preferencia de medios rápidos y sencillos para la realización de los derechos.-------------------------------------------------



XII) Por último, respecto al planteo de prescripción de la acción civil y eventualmente caducidad de instancia, los mismos no han sido materia de fundamentación en los agravios, además que al no haber sido materia de reproche al recurrir el fallo del tribunal de juicio oral, efectuarlo en esta instancia, implica afectar la congruencia recursiva, siendo manifiesto que constituye una reflexión más que tardía.------------------



Por todo lo expuesto, doctrina jurisprudencia citada y oído, el Fiscal General del Ministerio Público, Voto por: I) NO HA LUGAR, al recurso de casación interpuesto por Aldo Felipe Llugdar en contra de la sentencia del Tribunal de Alzada en lo Penal, de fecha 09/08/2013; II) en consecuencia CONFÍRMASE EL FALLO mencionado en el punto I en todos sus términos; III) COSTAS A LA VENCIDA.--------------------------------------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Sebastián Diego Argibay dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, emitiendo su voto en idéntico sentido.  



A estas mismas cuestiones, el Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo José Ramón Llugdar, emitiendo su voto en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Sebastian Diego Argibay – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
Santiago del Estero veinte de mayo año dos mil diecinueve.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) NO HA LUGAR, al recurso de casación interpuesto por Aldo Felipe Llugdar en contra de la sentencia del Tribunal de Alzada en lo Penal, de fecha 09/08/2013; II) en consecuencia CONFÍRMASE EL FALLO mencionado en el punto I en todos sus términos; III) COSTAS A LA VENCIDA. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo José Ramón Llugdar – Sebastian Diego Argibay – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
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